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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 22  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-15962-2024
CARATULADO : ALZAMORA/CONSEJO DEFENSA ESTADO

Santiago,  diecis is de abril de dos mil veinticincoé

           
 VISTO:

A folio 1, con fecha 02 de septiembre de 2024, comparece don Luis 

P rez  Camousseight,  abogado,  domiciliado  en  calle  Dr.  S tero  del  R oé ó í  

N 326,  oficina  707,  comuna  de  Santiago,  quien,  en  representaci n° ó  

convencional  de don  JULIO  ENRIQUE  ALZAMORA  ORELLANA, 

c dula  de  identidad  N 6.101.436-5,  pensionado,  domiciliado  en  avenidaé °  

C huil N 154, comuna de Pichilemu, interpone demanda de indemnizaci ná ° ó  

de  perjuicios  por  da o  moral  en  contra  del  ñ FISCO  DE  CHILE, 

representado por don Ra l Letelier Wartenberg, abogado, en su calidad deú  

Presidente del Consejo de Defensa del Estado, ambos domiciliados en calle 

Agustinas N 1225, Piso 4, comuna de Santiago.°

Funda su pretensi n en que su representado fue detenido el d a 2 deó í  

diciembre  de  1973  por  agentes  del  Estado,  mientras  se  encontraba 

cumpliendo funciones de guardia en la Poblaci n Militar de la localidad deó  

Nos, en San Bernardo, en su calidad de soldado recientemente licenciado 

del servicio militar y en condici n de movilizado en la Escuela de Infanter a.ó í  

Se ala  que  fue  trasladado  por  sus  propios  compa eros  de  armas  añ ñ  

dependencias de la Polic a de Investigaciones de San Bernardo, luego a unaí  

Comisar a  de  Carabineros,  y  finalmente  a  una  vivienda  de  techo  rojoí  

ubicada  en  el  Cerro  Chena,  lugar  en  que  permaneci  incomunicado,ó  

vendado y fue sometido a diversas formas de tortura f sica y psicol gica,í ó  

incluyendo  golpes  de  pies  y  pu os,  aplicaci n  de  corriente  el ctrica,ñ ó é  

simulacros de fusilamiento y amenazas de muerte, a manos de funcionarios 

de Carabineros y de la Polic a de Investigaciones.í
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Indica que estas agresiones se extendieron por aproximadamente 12 

d as, durante los cuales su familia no tuvo conocimiento de su paradero nií  

pudo  visitarlo,  situaci n  que  finaliz  con  su  liberaci n  el  d a  22  deó ó ó í  

diciembre de 1973. Agrega que, con posterioridad, fue obligado a continuar 

prestando servicios en la Escuela de Infanter a hasta que solicit  su baja delí ó  

Ej rcito en marzo de 1975. Precisa que como consecuencia de los apremiosé  

sufridos  padece  hasta  hoy  trastorno  de  estr s  postraum tico  de  car cteré á á  

cr nico, par lisis facial del lado izquierdo, y lesiones f sicas persistentes enó á í  

zona  cervical  y  extremidades,  especialmente  en  sus  manos,  lo  que  ha 

deteriorado su calidad de vida de forma permanente.

Hace  presente  que  su  condici n  de  v ctima  de  prisi n  pol tica  yó í ó í  

tortura  ha  sido  reconocida  oficialmente  por  el  Estado  de  Chile, 

encontr ndose  registrado  en  el  Informe  de  la  Comisi n  Nacional  sobreá ó  

Prisi n Pol tica y Tortura, conocido como Informe Valech I, bajo el n meroó í ú  

1.172. En tal calidad, sostiene que el Estado es responsable civilmente por 

los da os ocasionados por sus agentes,  quienes,  actuando en ejercicio deñ  

funciones p blicas, perpetraron graves violaciones a los derechos humanosú  

durante el r gimen dictatorial.é

Invocando lo dispuesto en los art culos 6 , 7 , 19 N 20 y 38 incisoí ° ° °  

segundo de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, as  como los art culosó í ú í í  

4  y 42 de la Ley N 18.575, Org nica Constitucional sobre Bases Generales° ° á  

de la Administraci n del Estado, y diversos instrumentos internacionales deó  

derechos humanos ratificados por Chile, solicita que se condene al Fisco al 

pago  de  una  indemnizaci n  por  da o  moral  ascendente  a  la  suma  deó ñ  

$200.000.000 (doscientos millones de pesos), m s reajustes conforme al IPCá  

e  intereses  legales  desde  la  notificaci n  de  la  demanda  hasta  su  pagoó  

efectivo, o la suma que este Tribunal estime ajustada a derecho y equidad, 

con expresa condenaci n en costas.ó

 A  folio  8,  con fecha 09 de octubre de 2024, consta  notificaci nó  

personal subsidiaria practicada a la parte demandada, de conformidad con 

lo preceptuado por el art culo 44 del C digo de Procedimiento Civil.í ó

A folio  9, con fecha 30 de octubre de 2024, la demandada contestó 

el libelo enderezado en su contra, pidiendo su rechazo. Previa s ntesis de losí  

hechos relatados en el libelo opuso la excepci n de reparaci n integral, y laó ó  
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excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  acciones,  en  un  planteamientoó ó  

principal, y otro, subsidiario.  

En  cuanto  a  la  excepci n  de  reparaci nó ó  integral,  alega  la 

improcedencia  de  la  pretensi n  del  actor,  porque  ya  habr a  sidoó í  

indemnizado.  Principia efectuando una relaci n del marco general de lasó  

reparaciones ya otorgadas, dentro de la denominada Justicia transicional ,“ ”  

indicando que dentro de un concurso de intereses o medida de s ntesis seí  

exhibe normalmente en la diversidad de contenidos que las comisiones de 

verdad o reconciliaci n proponen como programas de reparaci n. De estaó ó  

forma, estos programas incluir an beneficios educacionales, de salud, gestosí  

simb licos u otras medidas an logas diversas a la simple entrega de unaó á  

cantidad de dinero,  seg n qued  plasmado en la  Ley N 19.123 y otrasú ó º  

normas jur dicas conexas, las cuales describe í en extenso.  A ade que existeñ  

identidad de causa entre lo pedido en autos y las reparaciones realizadas, 

puntualizado que puede concluirse que los esfuerzos del Estado por reparar 

a las v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos no solo han cumplidoí  

todos los est ndares internacionales de Justicia Transicional, sino que haná  

provisto  indemnizaciones  razonables,  por  lo  que  las  pretensiones  acá 

indicadas  pretenden  compensar  los  mismos  da os  ocasionados  por  losñ  

mismos hechos. De esta forma, los ya referidos mecanismos de reparaci nó  

han  compensado  precisamente  aquellos  da os  no  pudiendo,  por  ello,ñ  

exigirse nuevas reparaciones.

Asimismo, dedujo  excepci n  de  prescripci n  de  las  acciones  deó ó  

indemnizaci n  de  perjuiciosó  con  arreglo  a  lo  preceptuado  por  el 

art culo 2332 del  C digo Civil,  en relaci n con el art culo 2497 delí ó ó í  

mismo cuerpo normativo. Funda su defensa en que conforme el relato de 

la  parte  demandante,  las acciones han sido posibles  durante  un n meroú  

significativo  de  a os,  desde  que  el  demandante  estuvo  en  situaci n  deñ ó  

hacerlo, tomando en consideraci n que los hechos relatados tuvieron lugaró  

entre a os 1977 a 1984. Agrega, que los tratados internacionales a los queñ  

adscribi  el  Gobierno de Chile no contienen norma alguna que declareó  

imprescriptible la responsabilidad civil, por lo que, debiendo recurrirse al 

derecho com n, y habiendo transcurrido en exceso el plazo de prescripci nú ó  
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extintiva que establece el citado art culo, corresponder  acoger la presenteí á  

defensa. 

As  las  cosas,  concluye que el  plazo de 4 a os  establecido por  laí ñ  

norma citada ha transcurrido con creces. Sin perjuicio de ello,  y para el 

evento en que el Tribunal estimare que dicha norma no es aplicable en el 

caso de autos, opuso la excepci n de prescripci n extintiva de 5 a osó ó ñ  

contemplada  para  las  acciones  y  derechos  en  el  art culo  2515  delí  

C digo Civil en relaci n con el art culo 2514 del mismo cuerpo legal,ó ó í  

fundado en que entre la fecha en que se habr a hecho exigible el derecho aí  

indemnizaci n y la fecha de notificaci n de la acci n interpuesta, hechoó ó ó  

acaecido el  09 de octubre de 2024, transcurri  con creces el  plazo queó  

establece el citado art culo 2515 del C digo Civil. Refrenda su defensa coní ó  

jurisprudencia  y  normas  de  derecho  internacional,  se alandoñ  

particularmente que no habiendo norma expresa de derecho internacional 

de derechos  humanos,  debidamente  incorporada a nuestro ordenamiento 

jur dico interno, que disponga la imprescriptibilidad de la obligaci n estatalí ó  

de  indemnizar,  y  no  pudiendo  tampoco  aplicarse  por  analog a  laí  

imprescriptibilidad penal en materia civil, procede el rechazo de la demanda 

por la prescripci n de la acci n civil.ó ó

En  subsidio  de  las  defensas  y  excepciones  precedentes,  formuló 

alegaciones en cuanto a la naturaleza de las indemnizaciones solicitadas y al 

monto pretendido, como se dir  a continuaci n.á ó

Sostiene que, trat ndose del da o puramente moral, la finalidad deá ñ  

restablecimiento del equilibrio destruido por el hecho il cito no es alcanzableí  

de ninguna manera, as  como tampoco puede plantearse que compense ení  

t rminos de poner a la v ctima en situaci n equivalente a la que ten a antesé í ó í  

de producirse aqu l, por cuanto el da o moral no se borra por obra de laé ñ  

indemnizaci n, y en tanto la p rdida o lesi n producida por l permaneceó é ó é  

cualquiera sea la magnitud de la suma de dinero que se perciba, raz n poó r 

la  cual  la  indemnizaci n  del  da o  puramente  moral  no  se  determinaó ñ  

cuantificando,  en  t rminos  econ micos,  el  valor  de  la  p rdida  o  lesi né ó é ó  

experimentada, sino s lo otorgando a la v ctima una satisfacci n, ayuda oó í ó  

auxilio  que  le  permita  atenuar  el  da o,  morigerarlo  o  hacerlo  m sñ á  

Código: XBWYXUXYZJX

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-15962-2024
 

Foja: 1
soportable,  mediante  una  cantidad  de  dinero  u  otro  medio,  que  en  su 

monto o valor sea compatible con esa finalidad meramente satisfactiva.

De  tal  forma,  sostiene  que  la  regulaci n  del  da o  moral  debeó ñ  

considerar  los  pagos  ya  recibidos  del  Estado,  conforme  a  las  leyes  de 

reparaciones N 19.123, N 19.234, y N 19.992, sus modificaciones y dem s° ° ° á  

normativa pertinente, y guardar armon a con los montos establecidos porí  

los tribunales.  Adem s, hace presente que en caso de que este Tribunalá  

decidiere  acoger  la  acci n  de  autos,  los  reajustes  e  intereses  invocadosó  

nicamente  podr an  devengarse  desde  que  la  sentencia  condenatoria  seú í  

encuentre firme o ejecutoriada, y su parte incurriere en mora.

Por lo anterior, pide tener por contestada la demanda civil deducida 

en autos, y en definitiva, conforme a las excepciones, defensas y alegaciones 

opuestas,  rechazar  dicha  acci n  indemnizatoria  en  todas  sus  partes  conó  

costas,  o  en  subsidio,  rebajar  sustancialmente  el  monto  indemnizatorio 

pretendido.

A  folio  13  y  15, se  evacuan los  tr mites  de  á r plicaé  y  d plicaú , 

respectivamente.

A folio 18, con fecha 27 de noviembre de 2024, se recibi  la causaó  

a prueba, rindi ndose la que consta en autos.é

A folio 33, con fecha 14 de enero de 2025, se cit  a las partes aó  

o r sentenciaí .

CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que,  comparece  don  JULIO  ENRIQUE 

ALZAMORA  ORELLANA,  quien  viene  en  interponer  demanda  de 

indemnizaci n de perjuicios en contra del  ó FISCO DE CHILE,  todos ya 

individualizados, de acuerdo con los fundamentos expuestos en la primera 

parte de esta sentencia, que se tienen por reproducidos.

SEGUNDO: Que,  la  parte  demandada,  contestando  la  acci nó  

dirigida en su contra, solicit  su total rechazo, con costas, oponiendo, enó  

primer  lugar,  la  excepci n  de  reparaci n  integral  o  satisfactiva,  y  enó ó  

segundo lugar, la excepci n de prescripci n en un planteamiento principal,ó ó  

y otro subsidiario, adem s de alegaciones relacionadas con la procedencia deá  

la indemnizaci n por da o moral y la determinaci n de su monto, todoó ñ ó  

como fuere dicho latamente en la parte expositiva de este fallo. 
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TERCERO: Que, en apoyo a su pretensi n, la  ó parte demandante 

produjo la siguiente prueba:

A) Instrumental  :

A folio 23:

1.- Art culo titulado Algunos Factores de Da o a la Salud Mental,í “ ñ  

elaborado por el Programa de Salud Mental de la Vicar a de la Solidaridadí  

e incorporados en los autos rol C-22.561-2018, del 28  Juzgado Civil de°  

Santiago, seguidos por la misma materia.

 2.- Art culo titulado Algunos problemas de salud mental detectadosí “  

por  equipo  psicol gico   psiqui trico  del  mes  de  julio  del  a o  1978,ó – á ” ñ  

elaborado por el programa de salud mental de la Vicar a de la Solidaridad.í

3.-  Art culo  titulado  Salud  Mental  y  violaciones  a  los  Derechosí “  

Humanos  del  mes  de  junio  del  a o  1989,  suscrito  por  el  Dr.  Andr s” ñ é  

Donoso, Dr. Guillermo Hern ndez, Ps. Sergio Lucero, Dr. Ramiro Olivaresá  

y Aux. Enf. Janet Ulloa, del equipo de salud de la Vicar a de la Solidaridad.í

 4.- Art culo titulado Tortura, tratos crueles e inhumanos en 1980. Suí “  

impacto  psicol gico  del  mes  de  junio  del  a o  1980,  elaborado  por  eló ” ñ  

programa de salud mental de la Vicar a de la Solidaridad.í

5.- Art culo titulado Trabajo Social, una experiencia solidaria en laí “  

promoci n y defensa de los Derechos Humanos  del mes de Abril del a oó ” ñ  

1987,  suscrito  por  las  trabajadoras  sociales  Victoria  Baeza  Fern ndez,á  

Norma Mu oz Pe ailillo, Mar a Luisa Sep lveda Edwards y Ximena Taiboñ ñ í ú  

Grossi, del departamento jur dico de la Vicar a de la Solidaridad.í í

  A folio 24:

 6.- Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura,ó ó í  

Valech I.

7.- N mina de personas reconocidas como v ctimas del informe de laó í  

Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura Valech I.ó ó í

 8.- Copia de antecedentes de carpeta de don Julio Enrique Alzamora 

Orellana, del Instituto Nacional de Derechos Humanos presentados ante la 

Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura.ó ó í

 A folio 25:

 9.- Informe psicol gico emitido en agosto de 2023 por do a Carolinaó ñ  
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Barria Poveda, Psic loga PRAIS, respecto de don Julio Enrique Alzamoraó  

Orellana.

CUARTO: Que, a su turno, la parte demandada rindi  la siguienteó  

prueba, no objetada de contrario.

A) Oficio  : 

A folio 1  6:  

1.- Oficio enviado desde el Instituto de Previsi n Social, fechado el 21ó  

de  noviembre  de  2024,  mediante  el  cual  se  informan  beneficios  de 

reparaci n  por  concepto  de  Leyes  N 19.234,  N 19.992  y  N 20.874ó ° ° °  

percibidas  por  don  Julio  Enrique  Alzamora  Orellana,  en  su  calidad  de 

v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura (Ley Valech), por el per odo que vaí ó í í  

entre diciembre de 2003 a noviembre de 2024, y que fuera requerido por el 

demandado a folio 9 de autos.

QUINTO: Que, en primer lugar, corresponder  hacerse cargo de lasá  

excepciones esgrimidas por la demandada, las cuales no tienen por m ritoé  

tergiversar o enervar la responsabilidad reclamada en cuanto a la existencia 

del hecho da oso, sino que m s bien dicen relaci n con la reparaci n de losñ á ó ó  

vej menes  de  que  fue  objeto  el  demandante,  como  asimismo  con  laá  

oportunidad en que se solicita la indemnizaci n pedida, y en su caso, eló  

monto de esta.

SEXTO:  En  cuanto  a  la  excepci n  de  reparaci n  integral  oó ó  

satisfactiva. Que,  el  Fisco  de  Chile,  debidamente  representado  por  el 

Consejo  de  Defensa  del  Estado,  aleg  como  primera  excepci n  laó ó  

reparaci n integral de los perjuicios sufridos por el demandante por medioó  

de la entrega de diversos  est mulos pecuniarios,  as  como por otras v así í í  

diferentes a la simple entrega de una cantidad de dinero, constituidas por 

actos positivos de reconocimiento y recuerdo de los hechos que dieron lugar 

a las violaciones a los Derechos Humanos, como son la construcci n deó  

memoriales, Museo de la Memoria y Derechos Humanos, establecimiento 

del D a nacional del detenido desaparecido, entre otras. En este escenario,í  

alega que existe identidad de causa entre lo que el demandante reclama por 

concepto de indemnizaci n de perjuicios y las reparaciones realizadas.ó

Para resolver, es necesario tener en consideraci n que la acci n civiló ó  

de  indemnizaci n  de  perjuicios  por  responsabilidad  extracontractual  deló  
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Estado incoada en autos tiene por objeto reparar al  demandante en los 

perjuicios sufridos como consecuencia del actuar de funcionarios estatales.

Dicho  lo  anterior,  nuestro  derecho  interno  regula  la  acci n  deó  

indemnizaci n  en  sede  extracontractual  por  todo  da o  que  sufra  unaó ñ  

persona, sin distinci n alguna, especialmente seg n el estatuto de normaó ú s 

contenidas  en  los  art culos  2314,  2316  y  2329  del  C digo  Civil,í ó  

estableciendo que todo da o deber ser reparado por quien lo causo.ñ

En este orden de ideas, las pensiones establecidas en las leyes que cita 

el  demandado,  cuya  existencia  y  monto  ha  quedado  acreditado  con  el 

documento incorporado a folio  18 de autos,  constituyen a juicio de esta 

sentenciadora  beneficios  sociales  en  dinero  tendientes  a  cumplir  con  las 

obligaciones internacionales asumidas por Chile referentes a la dignificaci nó  

de  las  v ctimas  y  la  b squeda  de  un  reconocimiento  de  los  vej menesí ú á  

sufridos  y  una  mejor  calidad  de  vida  para  las  familias  directamente 

afectadas,  y la  obtenci n,  en definitiva,  de una democracia plena y pazó  

social, dentro del marco de la denominada justicia transicional . “ ”

 En  consecuencia,  las  reparaciones  en  dinero  u  otros  beneficios 

percibidos por el actor, como por ejemplo una pensi n mensual, que seró á 

percibida por aqu l de manera vitalicia, si bien constituyen una reparaci né ó  

en  su  calidad  de  v ctima  de  violaciones  a  los  Derechos  Humanos,  noí  

resultan incompatibles con la suma reclamada a t tulo de indemnizaci n deí ó  

perjuicios,  principalmente  por  que  dichos  beneficios  se  aplicaron  con 

est ndares  y  criterios  objetivos,  en  forma  gen rica  y  sin  distinci n  oá é ó  

correlaci n  necesaria  con  el  da o  efectivamente  padecido  por  eló ñ  

demandante en particular, por lo que no es posible concluir que los da osñ  

causados a ste han sido reparados en su totalidad, especialmente el da oé ñ  

moral, que implica el sufrimiento o dolor que el hecho da oso ocasiona enñ  

el  aspecto  f sico  o  psicol gico  a  una  persona,  y  por  ende,  de  car cterí ó á  

personal simo.í

Ahora  bien,  respecto  a  aquellas  reparaciones  denominadas  como 

simb licas , estas obedecen a esferas y finalidades jur“ ó ” ídicas diferentes, por 

lo que las consideraciones que se tuvieron en cuenta para determinar a los 

beneficiarios  de  dichas  reparaciones  no  resultan  vinculantes  para  la 
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procedencia  de la  indemnizaci n  civil,  raz n por  la  cual  se  desestimaró ó á 

completamente esta defensa de reparaci n integral del da o.ó ñ

SEPTIMO: En cuanto a la excepci n de prescripci n extintivaó ó . 

Que, en segundo lugar, la demandada opuso la excepci n de prescripci nó ó  

extintiva  de  la  acci n  de  indemnizaci n  de  perjuicios,  por  haberó ó  

transcurrido a su juicio con creces el plazo de 4 a os contemplado en elñ  

art culo  2332  del  C digo  Civil,  contados  desde  la  suspensi n  de  laí ó ó  

prescripci n  durante  el  per odo  de  la  dictadura  militar  iniciada  enó í  

septiembre  de  1973,  por  la  imposibilidad  de  la  v ctima  de  ejercer  lasí  

acciones legales correspondientes ante los Tribunales de Justicia. En subsidio 

de la excepci n de prescripci n extintiva de 4 a os,ó ó ñ  invoc  la excepci n deó ó  

prescripci n extintiva de 5 a os contemplada en el art culo 2515 del C digoó ñ í ó  

de  Bello,  sosteniendo  que  desde  que  se  hizo  exigible  el  derecho  a 

indemnizaci n hasta la fecha de notificaci n de la demanda -hecho acaecidoó ó  

el d a 09 de octubre de 2024í -, ha transcurrido con soltura dicho plazo, a nú  

estimado la suspensi n del plazo de prescripci n durante el per odo de laó ó í  

dictadura  militar  de  Augusto  Pinochet  Ugarte.  Refuerza  su  defensa, 

afirmando que el principio general que debe regir la materia es el de la 

prescripci n  de  la  acci n  de  responsabilidad  civil,  por  cuanto  no existeó ó  

tratado  internacional  alguno  que  contenga  norma  que  declare  su 

imprescriptibilidad para el caso sub - lite.

Sin perjuicio de lo sostenido por la parte demandada, a juicio de esta 

sentenciadora, la naturaleza de la acci n pretendida excede con creces eló  

marco de la regulación interna sobre prescripción extintiva de las acciones 

civiles, el cual representa un estatuto jur dico insuficiente para la entidad delí  

il cito en cuesti n, cual es, la comisi n de cr menes de lesa humanidad y laí ó ó í  

consecuente necesidad de reparaci n, por lo que ser  necesario recurrir aó á  

normas que emanan del derecho internacional de Derechos Humanos y del 

ius cogens o reglas imperativas de derecho internacional.

En consecuencia, la aplicaci n de las normas de responsabilidad civiló  

extracontractual contenidas en nuestro derecho interno pugnar an con laí  

obligaci n de resarcir ntegramente los da os causados por cr menes de lesaó í ñ í  

humanidad, que ciertamente incluye el mbito patrimonial, obligaci n queá ó  

se  contiene  en  normas  de  derecho  internacional  de  Derechos  Humanos 
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incorporadas a nuestra Constituci n Pol tica de la Rep blica por mandatoó í ú  

de su art culo 5 .í °

En atenci n a lo dicho,  las  reglas  de derecho internacional  debenó  

tener  una  aplicaci n  preferente,  seg n  mandato  del  citado  art culo,  poró ú í  

sobre las disposiciones de derecho interno que, de ser aplicadas, permitir aní  

eludir  responsabilidades  al  Estado  y  no  reparar  ntegramente  el  da oí ñ  

causado  a  las  v ctimas.  Lo anterior,  se  aviene  con  lo  establecido  en  laí  

Convenci n de Viena, sobre Derecho de los Tratados, vigente en nuestroó  

pa s desde el 27 de enero de 1980, que en su art culo 27 dispone que losí í  

Estados no pueden invocar su derecho interno para eludir sus obligaciones 

internacionales, y que, de hacerlo, cometen un il cito que compromete suí  

responsabilidad  internacional.  Se  concluye  as ,  que  la  fuente  de  laí  

responsabilidad civil del Estado con ocasi n de violaciones de los Derechosó  

Humanos se encuentra en principios y normas del derecho internacional.

As , la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos, Pacto deí ó “  

San Jos  de Costa  Rica ,  ratificada por Chile  y  vigente,  dispone en sué ”  

art culo 63.1 que  í “cuando decida que hubo violación de un derecho o 

libertad  protegidos  en  esta  Convención,  la  Corte  dispondr  á que  se 

garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados;  

dispondr  á asimismo,  si  ello  fuera  procedente,  que  se  reparen  las  

consecuencias  de  la  medida  o  situación  que  ha  configurado  la  

vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la 

parte lesionada”, lo que se traduce en una obligaci n constitucional para eló  

Estado  chileno,  de  indemnizar  por  la  comisi n  de  cr menes  de  lesaó í  

humanidad,  incorporada  a  nuestro  derecho  interno  por  mandato  del 

art culo  5  de  la  Carta  Pol tica,  sin  que  sea  posible  estimar  que  dichaí ° í  

instrucci n  indemnizatoria  est  dirigida  exclusivamente  a  la  Corteó á  

Interamericana  de  Derechos  Humanos,  y  no  a  nuestros  tribunales  de 

justicia, lo que importar a transgredir preceptos constitucionales.í

En suma, esta magistrada estima que la acción civil de perjuicios por 

la comisión de crímenes de lesa humanidad es imprescriptible, por lo que se 

rechazar  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  deducida,  tanto  en  suá ó ó  

planteamiento principal como subsidiario.
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OCTAVO:  Que,  habi ndose  desechado  las  excepciones  opuestas,é  

corresponde analizar el fondo de la acci n deducida, esto es, la procedenciaó  

de indemnizar al demandante por el da o moral que alega haber sufridoñ  

con  ocasi n  de  los  apremios  ileg timos  y  violaciones  a  los  Derechosó í  

Humanos cometidos por agentes del Estado, y en su caso, fijar la cuant a deí  

la indemnizaci n, refiri ndose por cierto a las alegaciones efectuadas por laó é  

parte demandada relativas al monto y determinaci n de la indemnizaci n.ó ó

NOVENO: Que, el asunto sometido a decisi n versa sobre el da oó ñ  

moral que habr a sufrido el demandante a consecuencia de su detenci n yí ó  

torturas  en  manos  de  agentes  del  Estado,  y  la  responsabilidad 

indemnizatoria que le cabr a al Estado de Chile por tales hechos, raz n porí ó  

la  cual  corresponde determinar,  en  primer  lugar,  la  existencia  de  dicha 

responsabilidad, y en consecuencia, la existencia del hecho da oso. ñ

En este sentido, ha de considerarse como un hecho p blico y notorioú  

que en el per odo comprendido entre el 11 de septiembre del a o 1973 yí ñ  

hasta el t rmino del gobierno de facto detentado por las Fuerzas Armadasé  

de Orden y Seguridad, existieron casos en nuestro pa s en que abiertamenteí  

se violentaron los Derechos Humanos y esenciales de diversas personas por 

parte de agentes del Estado. Lo anterior, ha sido reconocido por diversos 

tribunales que han destacado la existencia de organizaciones al interior del 

Estado, tendientes a establecer un r gimen sistem tico de represi n respectoé á ó  

de personas cuyas ideas o actividades contraven an la ideolog a y rdenesí í ó  

impartidas por el gobierno de Augusto Pinochet Ugarte.

A mayor abundamiento, tales hechos no han sido discutido en este 

proceso por las partes, y, por tanto, constituye un hecho pac fico, resultandoí  

inoficioso  adentrarse  a  determinar  la  existencia  de  ese  il cito,  el  que,í  

adem s, conforme al m rito de los instrumentos descritos en el considerandoá é  

tercero, a los que se les otorga valor probatorio seg n su naturaleza, noú  

objetados ni impugnados, se encuentra acreditado. As , es posible concluirí  

que el demandante fue v ctima de torturas, vej menes, y diversos maltratosí á  

cometidos por agentes del Estado de Chile, constitutivos de violaciones a los 

Derechos Humanos.

Ahora bien, en cuanto a la imputaci n de responsabilidad estatal, a laó  

luz de tales antecedentes, sta se configura claramente, lo cual fluye de losé  
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hechos  descritos  y  de  la  intervenci n  de  sus  agentes,  considerando  enó  

particular lo dispuesto en el inciso primero del art culo 6  de la Constituci ní ° ó  

Pol tica de la Rep blica, en cuanto a la obligaci n de los rganos del Estadoí ú ó ó  

de someter su acci n a la Constituci n y a las normas dictadas conforme aó ó  

ella, y garantizar el orden institucional de la Rep blica, y ú espec ficamente loí  

preceptuado en su inciso final, al se alar que la infracci n de esta normañ ó  

generar  las  responsabilidades  y  sanciones  que  determine  la  ley;á  

considerando adem s lo dispuesto en el art culo 4  del Decreto con Fuerzaá í °  

de  Ley  N 1/19.653,  de  2000,  del  Ministerio  Secretar a  General  de  laº í  

Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la 

Ley  N 18.575  Org nica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  laº á  

Administraci n del Estado, que se ala que ó ñ El Estado ser“  á responsable por 

los daños que causen los órganos de la administración en el ejercicio de sus  

funciones,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  que  pudieren  afectar  al  

funcionario que los hubiere ocasionado ,”  responsabilidad que, en todo caso, 

no ha sido impugnada por la demandada, y que se refleja, adem s, en lasá  

reparaciones  simb licas  otorgadas  por  la  Ley  N 19.992,  y  otros  cuerposó °  

normativos al demandante de autos.

DECIMO: Que, en reiterada jurisprudencia, nuestra Excelent simaí  

Corte Suprema ha definido el da o moral como la lesi n efectuada culpableñ ó  

o dolosamente, que significa molestias en la seguridad personal del afectado, 

en el goce de sus bienes o en un agravio a sus afecciones leg timas, de uní  

derecho  subjetivo  de  car cter  inmaterial  e  inherente  a  la  persona  eá  

imputable a otra.

Que,  en  este  sentido,  de  la  prueba  descrita,  especialmente,  del 

instrumento signado bajo el numeral  7) del motivo tercero precedente, el 

cual  ser  valorado  conforme  los  art culos  342  N 2  del  C digo  deá í ° ó  

Procedimiento Civil y 1700 del C digo Civil, se tendr  por establecido queó á  

don Julio Enrique Alzamora Orellana ha sido reconocido por la Comisi nó  

Valech  como v ctima  de  prisi n  pol tica  y  tortura,  durante  el  R gimení ó í é  

Militar, figurando con el N 1.172 en la n mina respectiva.° ó

Que, asimismo, consta en la carpeta de antecedentes individualizada 

en el numeral 8) del motivo ya se alado, y que fue tenida a la vista por lañ  

Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, que el actor, a la pocaó ó í é  
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de  los  hechos,  se  encontraba  en  calidad  de  soldado  movilizado,  siendo 

adem s  militante  de  las  Juventudes  del  Partido  Comunista.  De  dichosá  

antecedentes se desprende que fue detenido el d a 2 de diciembre de 1973,í  

mientras cumpl a funciones de guardia en la Poblaci n Militar de Nos, en laí ó  

comuna  de  San  Bernardo,  Regi n  Metropolitana,  siendo  posteriormenteó  

privado de libertad en una vivienda ubicada en el sector del Cerro Chena, 

donde permaneci  hasta su liberaci n el d a 22 de diciembre del mismoó ó í  

a o.ñ

 Que, asimismo, del referido documento se desprende que, durante el 

per odo  en  que  el  demandante  permaneci  privado  de  libertad,  fueí ó  

sometido  a  diversas  formas  de  tortura,  consistentes  en  la  aplicaci n  deó  

corriente el ctrica en distintas partes del cuerpo, especialmente en manos yé  

pies,  adem s de golpes,  culatazos e  insultos.  Refiere  tambi n haber  sidoá é  

v ctima de simulacros de fusilamiento, amenazas de ser arrojado a un hoyo,í  

e imputaciones relativas a una supuesta calidad de instructor de guerrilla, 

todo  lo  cual  se  enmarca  en  pr cticas  constitutivas  de  tratos  crueles,á  

inhumanos y degradantes.

UND CIMOÉ :  Que,  de  otro  lado,  los  episodios  vividos  por  el 

demandante  le  han  acarreado  consecuencias  psicol gicas  que  producenó  

efectos en l hasta la actualidad, seg n se desprende de la prueba de autos.é ú

 En este sentido, el informe psicol gico emitido en agosto de 2023 poró  

do a  Carolina  Barria  Poveda,  Psic loga  PRAIS,  respecto  de  don  Julioñ ó  

Enrique Alzamora Orellana, signado bajo el numeral 9) del motivo tercero, 

y valorado conforme su naturaleza, establece que “( ) es posible visualizar…  

que  el  evaluado  desde  el  per odo  de  reclusi n,  adquiere  cambiosí ó  

significativos respecto al comportamiento social, principalmente asociados al  

miedo de posibles consecuencias ejercidas por los aparatos represivos ( )… .”  

Asimismo, consigna que “A partir de la sintomatolog a descrita, se puedeí  

deducir  que  el  evaluado,  posterior  a  la  detenci n,  presenta  variadosó  

s ntomas asociados a malestar psicol gico significativo, siendo considerableí ó  

el temor a posibles represalias y recuerdos involuntarios angustiosos ( )… ;”  

( ) “ … A volver al recuerdo y tener que narrar todo lo experimentado, revive  

aquel dolor que en parte no ha sido sanado hasta el d a de hoy, ya queí  
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tuvo un gran impacto psicol gico, dando cuenta de su incertidumbre aló  

proyecto de vida desde ese entonces. A pesar de poder formar familia y a la  

vez,  demostrando  no  ser  una  persona  que  muestra  rencor  por  todo  lo  

ocurrido tanto a l como  madre, c nyuge y familia de origen, se puedeé ó  

apreciar  necesidad  por  da ar  y  reparar  lo  ocurrido  en  esa  poca .ñ é ”

 A  su  vez,  dicho  documento  consigna  en  sus  conclusiones  que  los 

elementos aportados por el evaluado permiten concluir que existe evidencia 

de un per odo de detenci n en el a o 1973, lo cual í ó ñ “( ) queda demostrado…  

en  eventos  represivos  tales  como,  recuerdos  angustiosos  involuntarios  y  

recurrentes de la manera angustiante como transcurrieron los hechos, así 

como de los m todos de tortura utilizados, y del sentir en ese momento yé  

hasta el d a de hoy, suspendiendo proyectos personales y familiares ( ). Seí …  

sugiere  entonces  que  el  Estado  de  Chile  logre  entregar  una  respuesta  

positiva en materias de verdad y justicia para contribuir a la reparaci n deló  

da o que se caus  al Sr. Julio Alzamora Orellanañ ó .”

 En  s ntesis,  puede  concluirse  que  el  actor  sufri  da o  moral  aí ó ñ  

consecuencia de haber sido v ctima de detenci n y torturas por agentes delí ó  

Estado  durante  la  poca  de  la  dictadura  militar  de  Augusto  Pinocheté  

Ugarte.

 DUOD CIMOÉ :  Que,  por  otro  lado,  el  da o  moral  cuyañ  

indemnizaci n  se  reclama  y  que  se  vincula  con  los  apremios  ileg timosó í  

sufridos por el actor, aparece como una consecuencia directa y veros mil deí  

la  actuaci n  desplegada  por  los  agentes  del  Estado,  atendidas  lasó  

circunstancias  en  que  ocurrieron  los  hechos,  la  naturaleza  de  los  actos 

denunciados y la intensidad de los padecimientos referidos. En raz n de loó  

anterior,  se tiene por suficientemente establecido el  nexo causal  entre  la 

conducta imputada a dichos agentes y el da o alegado, lo que habilita, enñ  

consecuencia, la procedencia de la acci n intentada en cuanto al v nculoó í  

entre la ilicitud del actuar estatal y la lesi n ps quica y moral sufrida por eló í  

demandante.

 D CIMO TERCEROÉ : Que,  determinada  tanto la  existencia  del 

hecho da oso como la efectividad de haber sufrido el demandante da oñ ñ  

moral, y la relaci n causal entre ambos, es necesario fijar su cuant a enó í  

dinero. Para esta materia, esta sentenciadora considerar  prudencialmente elá  
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m rito de los antecedentes aportados al proceso, en especial la magnitud yé  

extensi n del da o y las circunstancias de los il citos, a fin de fijar un montoó ñ í  

que se corresponda a la  entidad y naturaleza del  da o ocasionado a lañ  

v ctima.í

Cabe hacer presente que este tribunal comprende cabalmente que la 

suma de dinero que se conceda a título de indemnización en nada destierra 

el dolor y aflicción sufrido por el demandante debido a las conductas ilícitas 

ejecutadas por agentes del Estado, momento en que desnaturalizándose y 

trastornándose los fines del Estado, aquellos que por disposición moral y 

legal  estaban  encargados  de  la  cautela  y  seguridad  de  los  ciudadanos, 

atentaron en los términos más crueles en contra de  éstos,  encontrándose 

entre ellos quien acciona en estos autos.

De  esta  manera,  habiendo  el  Estado  dejado  en  el  desamparo  e 

indefensi n a este demandante durante tan largo tiempo, corresponde ahoraó  

que le devuelvan a su amparo y morigere en cierta extensi n los efectosó  

perniciosos de su obrar, por lo que la acci n deducida habr  de prosperar.ó á

En este orden de ideas, se tomar  en consideraci n lo consignado ená ó  

el  Informe Psicol gico ya analizado, lo cual no solo denota que el actoró  

sufri  consecuencias psicol gicas producto de la detenci n y tortura de lasó ó ó  

que fue v ctima, tal como ya se ha examinado, siendo adem s detenido ení á  

otras ocasiones, lo que afect  tambi n su vida familiar. ó é

D CIMO  CUARTOÉ :  Que,  en  definitiva,  conforme  a  la  prueba 

rendida y valorada en la forma que se ha se alado, se tiene por acreditadoñ  

que  don  Julio  Enrique  Alzamora  Orellana  ha  sufrido  un  da o  moralñ  

significativo como consecuencia directa de los actos de violencia extrema 

ejercidos en su contra por agentes del Estado. Dicho da o se manifiesta enñ  

una  sintomatolog a  persistente  que,  conforme al  m rito  de  autos,  se  haí é  

cronificado con el paso de los a os, prolongando el sufrimiento hasta lañ  

actualidad.

Sobre la base de los antecedentes probatorios previamente rese ados yñ  

ponderados, este tribunal fijar  la indemnizaci n de perjuicios por conceptoá ó  

de da o moral en la suma de $40.000.000 (cuarenta millones de pesos), lañ  

que deber  ser pagada por el Fisco de Chile al actor.á
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Si bien la jurisprudencia de nuestros Tribunales Superiores de Justicia 

no resulta vinculante para este sentenciador, cabe tener presente que en 

casos an logos se han reconocido indemnizaciones en montos similares, loá  

que da cuenta de un cierto grado de razonabilidad en la determinaci n deó  

las cuant as indemnizatorias en esta clase de acciones.í

Finalmente,  esta  sentenciadora  estima  necesario  precisar  que,  aun 

cuando el n mero de demandas por da o moral derivado de violaciones aú ñ  

los  derechos  humanos  perpetradas  por  agentes  del  Estado  durante  el 

r gimen militar ha aumentado en los ltimos a os, cada caso sometido aé ú ñ  

conocimiento  de  este  tribunal  es  considerado  de  manera  individual  y 

aut noma. Por tanto, si bien las circunstancias pueden guardar similitudesó  

dado el  contexto hist rico y los  patrones  de actuaci n de los  agentes— ó ó  

estatales , lo cierto es—  que cada experiencia reviste caracter sticas propias.í  

En consecuencia,  la suma fijada en este fallo no responde a un criterio 

estandarizado, sino que busca reflejar, en forma prudente y razonada, la 

particular entidad del da o sufrido por el actor en el caso concreto.ñ

 D CIMO  QUINTO:É  Que,  la  suma referida  en  el  considerando 

precedente  se  pagar  reajustada  de  acuerdo  con  la  variaci n  queá ó  

experimente el ndice de Precios al Consumidor, I.P.C., desde la fecha enÍ  

que quede firme la condena y hasta el pago efectivo de la indemnizaci n.ó  

Junto a lo anterior, tal suma deber  pagarse aumentada con los interesesá  

corrientes aplicados desde la fecha en que quede firme la condena y hasta el 

pago efectivo de la indemnizaci n, todo conforme a la liquidaci n que seó ó  

practicar  oportunamente en la Secretar a de este Tribunal.á í

D CIMO SEXTOÉ : Costas. Que, en cuanto a las costas, cada parte 

soportar  las propias, por haberse acogido la petici n subsidiaria de la parteá ó  

demandada en cuanto a rebajar el monto de la indemnizaci n pedida. ó

Por estas consideraciones y teniendo presente adem s lo dá ispuesto en 

los art culos 24, 1700, 1706, 2314, 2316, 2329, 2332, 2492, 2514, 2515 yí  

siguientes del C digo Civil;  art culos 138, 140, 144, 160, 170, 254, 342,ó í  

358, 426 y siguientes del C digo de Procedimiento Civil; art culos 1, 5, 6, 7,ó í  

19, 20 y 38 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica de Chile; art culos 2,ó í ú í  

3, 4 y 44 de la Ley Org nica Constitucional de Bases de la Administraci ná ó  

del  Estado  N 18.575;  y  disposiciones  pertinentes  de  la  Convenci n° ó  
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Americana de Derechos Humanos (Pacto de San Jos ); Pacto Internacionalé  

de  Derechos  Civiles  y  Pol ticos;  Convenci n  de  Ginebra;  y  dem sí ó á  

instrumentos del derecho internacional pertinente, se declara:

I.- Que,  se RECHAZA la  excepci n  de  reparaci n  satisfactiva  oó ó  

integral del da o, y la excepci n de prescripci n extintiva de acciones, tantoñ ó ó  

en su planteamiento principal como subsidiario.

II.-  Que,  se  ACOGE  PARCIALMENTE  la  demanda  de 

indemnizaci n de perjuicios por da o moral deducida a folio 1 de autos poró ñ  

don JULIO ENRIQUE ALZAMORA ORELLANA, conden ndose alá  

FISCO  DE  CHILE a  pagar  al  demandante  la  suma  de  $40.000.000 

(cuarenta  millones  de  pesos)  por  dicho  concepto,  suma  que  deberá 

reajustarse conforme a la variaci n que experimente el ndice de Precios aló Í  

Consumidor (IPC), y devengar  los intereses corrientes para operaciones noá  

reajustables en moneda nacional, ambos reajustes e intereses  calculados— —  

desde la fecha en que esta sentencia quede firme y ejecutoriada y hasta su 

pago  efectivo,  todo  conforme  a  la  liquidaci n  que  se  practique  en  suó  

oportunidad.

III.- Que, CADA PARTE soportar  sus costasá .

Reg strese, notif quese y en su oportunidad, arch vese.í í í

C-15962-2024

Pronunciada por do a ñ Lorena Isabel Cajas Villarroel, Jueza Suplente.

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  diecis is de abril de dos mil veinticincoé

Código: XBWYXUXYZJX

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-15962-2024
 

Foja: 1

Código: XBWYXUXYZJX

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl


		2025-04-16T16:27:09-0400




